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S usana Villarán dice que 
“Lima no debe parar”. 
Suena bien el eslogan, 
pero habría que pregun-
tarse: ¿Eso no depende 

de hacia dónde esté yendo Lima? Y es 
que, por lo menos en lo que respecta al 
tema educativo, no estaría de más meterle un 
frenazo a la ciudad y cambiar bruscamente de 
dirección, pues bien vistas las cosas estamos 
enrumbados hacia un barranco.

A partir de este año la Municipalidad Me-
tropolitana de Lima debería asumir la admi-
nistración del servicio educativo público de la 
capital, el cual hasta el año pasado se encon-
traba en manos del Ministerio de Educación. 
Si bien esta última institución se seguirá 
encargando de la política educativa (como, 
por ejemplo, definir el currículo), la munici-
palidad se encargará de la administración de 
las escuelas y de su personal, lo que supone 
un enorme poder para transformar el sistema 
educativo limeño.

Villarán, de este modo, tiene una oportu-
nidad dorada para ayudar a saldar una de 
las deudas más grandes que tiene el Estado 
peruano con los niños y jóvenes. Y para ello, 
evidentemente, una de las batallas más 
importantes que tendría que librar la alcal-
desa es contra el Sutep. Después de todo, por 
años el sindicato se ha opuesto públicamente 
a toda reforma que haya buscado romper el 
penoso statu quo de las escuelas públicas e in-
troducir criterios meritocráticos en la carrera 
magisterial. Así, esta organización es una de 
las responsables de que los niños peruanos es-
tén condenados a sufrir uno de los peores sis-
temas educativos del mundo (según el último 
examen PISA, la evaluación internacional de 

estudiantes, el Perú se encuentra entre 
los 5 peores de los 65 países evaluados).

La alcaldesa, sin embargo, difícilmen-
te podrá enfrentarse a este sindicato por 
una sencilla razón: duerme con el ene-
migo. Villarán llegó a la alcaldía aliada 
con figuras del Sutep y del Partido Co-

munista Peruano Patria Roja (que por muchos 
años ha manejado el sindicato de profesores), 
las cuales, naturalmente, pidieron el control de 
la Comisión de Educación y Cultura del Concejo 
Metropolitano. Hoy, de hecho, dos miembros del 
Sutep, Inés Cecilia Rodríguez Velásquez y Olga 
Morá Araujo, tienen la presidencia y la vicepresi-
dencia de dicha comisión. 

Hace unos días, le pregunté a Anel Townsend 
en una entrevista cómo era posible que una ges-
tión que dice querer impulsar el tema educativo 
coloque en cargos tan importantes a miembros 
de una organización que no ha hecho más que 
sabotear la educación en el país. Su respuesta fue 
que, más allá de esos nombramientos, hay que 
tener en cuenta que el coordinador del programa 
de transferencia de educación es un experto en el 
tema, que el concejo de ciencia y tecnología está 
integrado por reputados profesionales y que se 
viene una importante inversión en programas 
educativos de niños menores de 5 años. Es decir, 
No respondió. Simplemente, se fue por otro 
lado. Y es entendible, porque no hay forma de 
explicar cómo una comisión encabezada por el 
Sutep liderará la reforma contra el Sutep.

La gestión municipal, aunque mediocre, sí 
tiene aciertos de los que presumir para evitar ser 
revocada. El tema educativo, sin embargo, no es 
uno de ellos. Y, entregándole el timón del mismo 
al Sutep, Villarán solo le ha regalado argumen-
tos a sus opositores para pedir que se pare el 
coche.

La próxima visita de Anto-
nin Scalia al Perú, que será a 
inicios de marzo, constituye 
una oportunidad para cono-
cer mejor una perspectiva de 

pensamiento jurídico relevante para 
la afirmación del Estado de derecho en 
nuestro país. Scalia –el más antiguo y acaso 
más influyente miembro de la Corte Suprema 
de Estados Unidos– es el autor principal del 
textualismo, doctrina basada en un vigoroso 
rescate de la idea de separación de poderes, 
consustancial al constitucionalismo norteame-
ricano y peruano.

En esta perspectiva, los jueces deben aplicar 
la ley siendo fieles a su texto y, en todo caso, al 
sentido que tuvo cuando fue originalmente 
redactada, no dejándose llevar por sus propios 
sentimientos de justicia, por más fuertes que 
estos sean.

En el Perú, la consideración de este criterio 
para la aplicación del Derecho resulta relevan-
te, sobre todo, por el desapego que el Tribunal 
Constitucional ha tenido muchas veces por 
el texto de la Constitución. Entre el 2002 y 
el 2007, desarrolló inclusive la doctrina del 
bloque de constitucionalidad, según la cual 
nuestro ordenamiento jurídico reposa no solo 
en la Constitución sino en todo este bloque que 
incluye, claro, su abundante jurisprudencia. 
Recientemente, esta posición se ha modera-
do considerablemente; sin embargo, habrá 
que conocer las resoluciones que se den en los 
próximos años, para ver si la fidelidad al texto 
constitucional termina de impornerse.

Lo importante del enfoque del juez Scalia, 
en todo caso, es que cuestiona la legitimidad 
democrática del activismo judicial, ya que 
recuerda que los magistrados constituyen la 

rama no elegida del gobierno. En la 
doctrina clásica de la separación de 
poderes, contenida en los escritos de 
Montesquieu, la aplicación de la ley está 
a cargo de los magistrados, pero no su 
elaboración, ya que esta le corresponde 
al Congreso o, en todo caso, al Ejecuti-

vo, por delegación de aquel. Tanto el Congreso 
como el Ejecutivo se distinguen de la magistra-
tura por estar en manos de representantes del 
pueblo. Por tanto, si los magistrados resuel-
ven casos basados en sus propios criterios de 
justicia y no en los textos de la Constitución y 
de las leyes, rompen el esquema de separación 
de poderes y violan principios democráticos 
fundamentales.

Antonin Scalia ha insistido en señalar que la 
idea de Constitución es, precisamente, la de ser 
un ancla normativa, que no impida totalmente 
pero sí dificulte el cambio de las instituciones 
jurídicas de un país. Para que las socieda-
des avancen con pie firme en el camino de su 
desarrollo, los cambios institucionales deben 
ser muy bien pensados y no fruto del apasiona-
miento momentáneo. 

Las constituciones están hechas para per-
durar en el tiempo, no para ser modificadas a 
cada instante; de hecho, las sociedades más 
desarrolladas son aquellas que han cambiado 
menos de Constitución. En tiempos en que el 
Perú experimenta un extraordinario despegue 
económico, resulta importante que este men-
saje cale hondo entre nosotros; debemos tener 
claro que nuestro dinamismo económico se 
debe a nuestra estabilidad jurídica. Tanto por 
consideraciones democráticas como económi-
cas, el texto de la Constitución debe prevalecer 
en la resolución de los conflictos que puedan 
presentarse.

La Ley de Consulta Previa (LCP) fue 
aprobada por el Congreso en agosto 
del 2011. A la fecha, todavía no se pu-
blica la lista de comunidades indíge-
nas y originarias que pueden acogerse 

a la misma (como se sabe, no todas las comuni-
dades cumplen estos dos requisitos). Con esta 
larga negligencia, el Estado está haciendo aun 
más grande la estela de incertidumbre y de ex-
pectativas mal fundadas que creó con la aproba-
ción de la referida ley.

En efecto, la LCP vino al mundo con una falla 
de fábrica (siendo la “fábrica”, en este caso, un 
convenio de la OIT). Así, la ley da el derecho a 
las comunidades indígenas y originarias a ser 
consultadas antes de la realización de cualquier 
proyecto privado o estatal que pudiese afectar su 
“identidad cultural, calidad de vida o desarro-
llo”, pero otorgando al mismo tiempo al Estado 
la potestad de decidir discrecionalmente si se 
continúa o no con el proyecto aun cuando haya 
habido un “no” como resultado de esta consulta. 

En otras palabras, da un “derecho” que, propia-
mente hablando, no es tal, pues su ejercicio no 
tiene efectos vinculantes para nadie, pero que 
al ser llamado “derecho”, sí crea una justifica-
da sensación de empoderamiento en quien lo 
recibe. A nuestro entender, esta es la fórmula de 
una guerra avisada (y, a juzgar por lo que pasó 
en Bagua, de la que sí mata gente). Nada asegura 
mejor que no habrá paz que la fal-
ta de claridad sobre hasta dónde 
alcanza el derecho de cada quien.

Así las cosas, no publicar la 
lista en cuestión es algo así como 
permitir a la bruma entrar en una 
habitación que ya estaba llena 
de humo. Gracias a esta continuada omisión, 
el problema no es solo que ni las comunidades 
originarias ni los inversionistas puedan tener 
claro cuando el “no” de las primeras podrá 
detener un proyecto (todo dependerá del valor 
que el Gobierno de turno decida otorgar a esa 
negativa), sino también que no hay manera de 

saber quiénes tienen el derecho a dar ese “no” en 
primer lugar.

No es el caso, por lo demás, que aun antes del 
humo y la bruma hubiese alguna claridad en 
esta habitación. Como se sabe, es extremada-
mente común que los padrones de las comuni-
dades no estén actualizados y, por ende, que 
no se sepa nunca con seguridad quiénes son los 

comuneros calificados para for-
mar la voluntad de una comuni-
dad en su asamblea y dar un “sí” o 
“no” válido a cualquier cosa. En la 
práctica, entonces, tenemos que 
las decisiones de las comunidades 
–y los acuerdos con ellas– siempre 

acaban sujetos a la posibilidad de ser objetados 
bajo el argumento de que no asistieron o votaron 
en la asamblea el suficiente número de personas 
dado el “verdadero” número de miembros de 
una comunidad.

Es cierto que este último problema no se aplica 
solo a la consulta previa, sino a cualquier deci-

sión que tome una comunidad (como otorgar, 
por ejemplo, el derecho a usar su superficie para 
hacer una exploración), pero es igualmente 
cierto que se aplica también a ella. Con lo que 
acabamos teniendo respecto de la consulta pre-
via la siguiente situación: nadie sabe bien hasta 
dónde llega el “derecho” (cuándo acabará sien-
do vinculante y cuándo no), nadie sabe bien qué 
comunidades lo tienen, y lo único que sí se sabe 
bien es que, aun cuando se conociese cuáles son 
estas últimas, no habría manera de saber con se-
guridad quiénes son las personas que la forman.

En suma, la consulta previa, que estaba pla-
neada para que haya mayor paz social, ha aca-
bado siendo, al menos hasta el momento, una 
habitación oscura en la que a todos los que están 
adentro –comunidades e inversionistas– les será 
muy fácil tropezarse sin poder saber siquiera con 
quién. Considerando que fue el Estado quien 
metió a todo el mundo en ese cuarto en primer 
lugar, imaginamos que no ha de ser mucho pedir 
que le ponga un poco de luz.

- ENRIQUE PASQUEL -
Editor adjunto de Opinión

EDITORIAL

HUMOR

“No nos engañemos. Darle a alguien el derecho a ser consultado, pudiendo pasarse luego por encima del resultado de esta consulta, no es cerrar oportunidades de conflicto. De hecho, mientras el ámbito de 
aplicación de la ley siga siendo ambiguo y general, el derecho a la consulta solo rociará la pradera con gasolina”. Editorial de El Comercio Consultas delicadas / 17 de febrero del 2012

¿Lima no debe parar?

EL TÁBANO

- EL TUNCHE -- JAVIER PRADO -

Hondo pesar han generado las de-
claraciones de Alan I, quien anun-
ció esta semana que a fin de mes se 
alejará del cargo de Sumo Líder del 
Partido Aprista, para dedicarse a la 

vida reflexiva desde su recientemente adquirido 
recinto de clausura en El Rosedal de Miraflores. 
El mensaje, hecho en latín desde el Aula Magna, 
agarró por sorpresa incluso a sus más cercanos 
colaboradores, quienes protagonizaron conmo-
vedoras escenas de dolor a lo largo de la avenida 
Alfonso Ugarte.

Apenas ocurrido el anuncio, los medios pe-
riodísticos empezaron a elaborar teorías sobre 
los posibles motivos de su paso al costado. Hay 
quienes sostienen que la fatiga espiritual es 
la razón de peso para esta decisión, mientras 
otros recuerdan lo desolado que quedó luego 
del escándalo que protagonizó su mayordomo 
Agustín pocos años atrás. Las especulaciones 

En espera  
de humo blanco

continúan y el hermetismo aprista luego de la 
noticia no ayuda a disiparlas.

Asimismo, ya empezaron a correr los rumores 
sobre qué líder aprista podrá reemplazarlo en la 
dirección de la barca de Víctor Raúl. El Comité 
Ejecutivo Nacional se reunirá a fin de mes y se 
espera que, luego de mucha reflexión y despren-
dimiento personal, el humo blanco brote por la 
chimenea de la Casa del Pueblo.

Quedan muchas interrogantes por resolver en 
los próximos días. Sin embargo, analistas y fieles 
coinciden en señalar que Alan I deja la valla alta, 
pues siempre será recordado por su sencillez y 
compromiso con la moralización del partido.

Sombras nada más
Es mucho más lo que se ignora que lo que se sabe en el sistema de la consulta previa.

OMISIÓN CONTINUA
No publicar la lista es 

algo así como permitir 
entrar a la bruma en una 
habitación que ya estaba 

llena de humo.

SUSANA VILLARÁN Y LA EDUCACIÓN PÚBLICA

- JOSÉ LUIS SARDÓN -
Decano de la Facultad de Derecho de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC)

Scalia y el textualismo
VISITA EN MARZO DEL JURISTA ESTADOUNIDENSE


